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Introducción 
Colombia enfrenta un conjunto de restricciones estructurales que condicionan cualquier agenda política 
seria. La restricción estructural fundamental que atraviesa los debates económicos y sociales tiene que ver 
con la brecha entre la garantía normativa de derechos establecidos en la Constitución Política y la capacidad 
económica real para financiarlos de manera sostenible en el tiempo, en un contexto de fuerte estrechez fiscal.

El actual gobierno ha contribuido a hacer explícitas, en el debate público, realidades persistentes relacionadas 
con la pobreza, la desigualdad y las limitaciones en la garantía efectiva de derechos sociales, que durante mucho 
tiempo no se consideraron en la agenda política. Colombia continúa siendo uno de los países con mayores 
niveles de desigualdad y con tasas de pobreza monetaria que, aunque se redujeron respecto al pico observado 
durante la pandemia, son persistentes. No tiene presentación el que el país siga manteniendo amplias brechas 
en ingresos, oportunidades y acceso efectivo a servicios fundamentales como salud, educación y protección 
social. Sin embargo, reconocer la magnitud de estos problemas plantea necesariamente la discusión sobre las 
condiciones materiales que permitan enfrentarlas. La discusión contemporánea sobre pobreza, desigualdad y 
ampliación de derechos conduce inevitablemente a una reflexión más amplia sobre las restricciones estruc-
turales de la economía colombiana y sobre la capacidad fiscal del Estado para sostener, en el largo plazo, un 
sistema amplio de políticas sociales y, dentro de estas, de protección social.

La garantía efectiva de derechos sociales no depende exclusivamente de su consagración constitucional ni 
del diseño técnico de los programas. Requiere recursos presupuestales estables, una capacidad contributiva 
suficiente y una arquitectura fiscal que pueda sostener compromisos crecientes. Cuando la economía no genera 
ingresos amplios y formales, la expansión de derechos enfrenta límites materiales.

Esta restricción estructural se origina, en primer lugar, en la configuración de la estructura económica. El país 
presenta persistente informalidad laboral y una significativa proporción de trabajadores con ingresos bajos o 
inestables. Esta realidad limita la base tributaria, reduce la densidad contributiva y condiciona el financiamiento, 
por ejemplo, de la protección social. La informalidad no es solo una distorsión laboral, es la expresión de una 
estructura económica que no produce suficientes ingresos para sostener un Estado social amplio.

1	 Profesora Facultad de Ciencias Económicas, Universidad Nacional de Colombia 

Notas de Política FCE Nº 2
ABRIL DE 2026



Notas de Política • Nº 02 • Abril de 2026
Universidad Nacional de Colombia Sede Bogotá - Facultad de Ciencias Económicas

— 2 —

Estructura económica, sostenibilidad fiscal y garantía de derechos: restricciones estructurales al cambio

Flor Esther Salazar Guatibonza

En segundo lugar, la restricción se manifiesta en la arqui-
tectura fiscal. El presupuesto nacional opera con elevados 
niveles de rigidez y compromisos acumulados, mientras 
enfrenta presiones demográficas crecientes derivadas del 
envejecimiento poblacional. La sostenibilidad fiscal no 
puede reducirse al equilibrio contable anual, implica la 
capacidad estructural del Estado para cumplir obligaciones 
presentes y futuras. Sin una ampliación de la base económica 
y tributaria, las tensiones fiscales tienden a profundizarse.

En tercer lugar, la restricción se expresa en la gestión 
institucional del gasto público que en un escenario de 
alta necesidad de recursos debe garantizar altos niveles 
de eficiencia. La asignación de recursos, la priorización de 
políticas y la regulación deben realizarse bajo condiciones 
de escasez estructural. Cuando la expansión normativa de 
derechos no está alineada con la capacidad institucional 
y económica que los respalda, surgen déficits financieros, 
intervenciones tardías o ajustes fiscales que debilitan la 
confianza institucional.

Desde esta perspectiva, el desafío central no es reducir 
derechos, sino hacerlos sostenibles. Esto exige reconocer 
que la viabilidad de la protección social y, en general, de 
la política social, de la estabilidad macroeconómica y de 
la cohesión social depende de una transformación de la 
estructura económica que amplíe la base productiva y eleve 
la capacidad contributiva.

Este documento no pretende plantear un diagnóstico 
novedoso; es más, recurre a muchos lugares comunes: las 
limitaciones de la estructura productiva, la baja densidad 
contributiva, la situación fiscal y las presiones demográficas 
que han sido ampliamente estudiadas por la literatura 
económica y reconocidas por distintos análisis técnicos a lo 
largo de las últimas décadas. Sin embargo, su persistencia 
revela que el país no ha construido una política que asuma 
explícitamente estas restricciones en una visión necesaria 
de mediano y largo plazo. La evidencia sugiere que la 
economía y la cohesión social no se encontraban en una 
senda tan sólida como en ocasiones se asumía, previo a los 

debates más recientes que ha suscitado el actual gobierno; 
pero también indica que la ampliación de derechos y la 
profundización de la redistribución, que son deseables, no 
pueden sostenerse sin una base económica que lo respalde y 
una arquitectura fiscal sostenible. Reconocer esta realidad a 
nivel de una política pública con visión de país, es condición 
necesaria para formular decisiones de política estratégicas 
coherentes y sostenibles en el tiempo.

La tesis central que aquí se presenta es clara: la garantía 
y ampliación de derechos (que es necesaria) requiere una 
estructura económica que los financie y una arquitectura 
fiscal que los preserve en el tiempo. Ignorar esta restricción 
estructural conduce a reformas fragmentadas y fiscalmente 
frágiles; reconocerla permite ordenar prioridades bajo crite-
rios de viabilidad, coherencia institucional y responsabilidad 
intergeneracional.

El desafío de país no es elegir entre derechos y estabilidad y 
eficiencia como pareciera sugerir el ambiente de polarización 
política que se vive, sino construir las bases económicas y 
fiscales que hagan compatibles ambas dimensiones.

1. La base económica como condición 
material para la garantía de derechos  
La capacidad de un país para garantizar derechos sociales 
depende, en última instancia, de la estructura económica 
que genera ingresos, empleo formal y base tributaria. No se 
trata únicamente de fallas regulatorias o de incentivos labo-
rales, en el caso colombiano, se trata de una configuración 
productiva que limita el mejoramiento de las condiciones 
de vida de sus ciudadanos.

En términos de PIB per cápita en dólares para 2024, Colombia 
se sitúa alrededor de US$ 7.919, muy por debajo de economías 
como España (US $35.326) o Estados Unidos (US$ 84.534), e 
incluso por debajo de México (US $14.185), o de economías 
con estados de bienestar consolidados, como Suecia o 
Dinamarca, cuyos PIB per cápita superan los US $57.000. 
Esta brecha implica que, aun con un esfuerzo fiscal elevado, 
la capacidad real de gasto social por habitante es limitada.
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Este hecho es especialmente relevante en un país con 
un coeficiente de Gini persistentemente alto (en torno 
a 0,54–0,55 antes de impuestos y transferencias), lo que 
refleja una desigualdad estructural profunda. En un con-
texto de bajo crecimiento del producto per cápita, esta 
combinación genera un dilema distributivo: se requiere 
una sociedad más equitativa, pero redistribuir sobre una 
base productiva estrecha, puede terminar erosionando 
el ingreso disponible de la clase media, que no es lo 
suficientemente rica, ni lo suficientemente pobre para ser 
plenamente protegida. Esto debilita el apoyo social a las 
políticas redistributivas y reduce la capacidad del Estado 
para sostener derechos sociales universales. El ajuste 
efectivo de las últimas reformas tributarias ha recaído sobre 
asalariados formales, a través de impuestos directos a la 
nómina, ampliaciones del IVA, gravámenes al consumo y 
reducción de beneficios que son fácilmente fiscalizables, 
y que dada la estructura de ingresos del país no puede 
esperarse que el gravar a personas naturales asalariadas 
pueda ampliar de manera significativa el recaudo fiscal 
en las dimensiones que se requiere.

De ahí que generar riqueza, elevar la productividad, am-
pliar la base del ingreso nacional, no sea una concepción 
ideológica, sino la condición material indispensable para el 
mejoramiento de las condiciones sociales unida a medidas 
redistributivas, progresivas y eficientes.

Limitaciones de la estructura económica 
Durante las últimas tres décadas, los datos de cuentas 
nacionales evidencian una terciarización persistente de la 
economía colombiana y una reducción relativa del com-
ponente industrial. No obstante, ello no implica que los 
servicios sean, en sí mismos, el problema, sino que el 
patrón observado no ha consolidado una transformación 
hacia actividades transables de mayor sofisticación. A 
partir de las series oficiales del DANE (Cuentas Nacionales, 
estructura sectorial del PIB), entre 1990 y 2005 el bloque 
de servicios aument ó su participación de 51,3 % a 57,5 % 
del valor agregado, mientras que la manufactura redujo su 
peso de 18,5 % a 15,4 %. Esta trayectoria es consistente con 

el hecho estilizado de la “desindustrialización relativa” (esto 
es la reducción de participación industrial en el PIB y/o el 
empleo), ampliamente discutido en la literatura económica 
sobre Colombia. En esta línea, Echavarría y Villamizar do-
cumentan que “el proceso colombiano de industrialización 
tuvo corta duración” y sitúan la pérdida de dinamismo de 
la industria moderna en el empleo desde los años sesenta 
y en producción y el valor agregado desde los setenta, en 
el marco de dinámicas globales y de la política económica 
interna (Echavarría & Villamizar, 2006, pp. 1–3).

La reconfiguración de los años noventa (apertura comercial, 
financiera y cambios regulatorios) coincide con este tránsito 
hacia los servicios y con una industria que no recupera un 
liderazgo proporcional en la generación de valor agregado. 
La implicación estructural es que la apertura y la mayor 
integración comercial no se tradujeron automáticamente 
en un proceso sostenido de escalamiento tecnológico, 
diversificación exportadora compleja y absorción masiva 
de empleo formal de productividad media, rasgos típicos 
de procesos de convergencia acelerada.

Entre 2003 y 2014, el crecimiento ocurre en un contexto 
externo favorable (ciclo de materias primas), lo que tiende 
a fortalecer un sesgo extractivo-terciario. El sector minero-
energético puede elevar el valor agregado y la renta; sin 
embargo, su capacidad de absorción de empleo directo es 
limitada y su aporte transformador depende de encadena-
mientos y de la acumulación de capacidades que no son 
automáticos. En los datos de estructura sectorial para el 
periodo 2005–2024p (base 2015), este patrón se refleja en 
que los servicios pasan del 62,1 % (2005) al 67,6 % (2019) 
y se mantienen alrededor de 67,1 % (2024p), mientras que 
la manufactura cae de 16,0 % (2005) a alrededor de 10,2 % 
(2024p), y el sector de minas se reduce de 6,5 % a cerca de 
4,5 % (datos con base en el DANE, Cuentas Nacionales).

El crecimiento de los servicios puede ser “heterogéneo” y 
con menor capacidad de elevar productividad. Este plan-
teamiento se fundamenta en: (i) la composición interna de 
los servicios y (ii) la evidencia internacional sobre cambio 
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estructural y productividad. La idea central es que los ser-
vicios incluyen segmentos de alta productividad (finanzas, 
TIC, servicios profesionales especializados) y otros de pro-
ductividad relativamente baja y alta informalidad (comercio 
minorista, transporte terrestre y servicios personales), y 
que el efecto sobre la productividad agregada depende de 
hacia qué segmentos se reasignan el trabajo y el capital.

Desde la perspectiva del cambio estructural, el punto central 
no es la expansión de los servicios per se, sino la composición 
interna de dicha expansión. McMillan y Rodrik (2011) des-
componen el crecimiento de la productividad agregada en un 
componente intrasectorial y otro de reasignación estructural, 
y muestran que el efecto del cambio estructural depende de 
si el trabajo se desplaza hacia sectores relativamente más 
productivos. Timmer, de Vries y de Vries (2015, pp. 67–70) 
definen el cambio estructural como la reasignación del 
trabajo entre sectores con distintos niveles de productividad 
y documentan que las diferencias sectoriales son centrales 
para explicar trayectorias divergentes de crecimiento en 
economías en desarrollo.

En el caso colombiano, persiste una estructura en la que 
los servicios concentran alrededor de dos tercios del valor 
agregado, sin una expansión proporcional de la manufactura 
ni de los servicios modernos intensivos en conocimiento. 
La información sectorial sugiere que una parte significa-
tiva del empleo y del crecimiento del valor agregado se 
concentra en ramas de servicios heterogéneas en términos 
de productividad, lo que contribuye a explicar por qué es 
posible registrar crecimiento del PIB sin observar aumentos 
sostenidos en la productividad media, los salarios y la 
formalización laboral.

Productividad, informalidad y mercado laboral 
La dificultad de Colombia para consolidar una senda de 
crecimiento basada en productividad no constituye un 
fenómeno reciente ni exclusivamente asociado a los ciclos 
económicos contemporáneos, sino que responde a rasgos 
estructurales de su trayectoria histórica de desarrollo. La 
industrialización en Colombia ha sido tardía, desigual y 

dependiente, condicionada por factores estructurales como 
la inestabilidad política, la concentración de la tierra, la 
escasa inversión en infraestructura y la falta de una política 
industrial sostenida. Esto se traduce en una expansión limi-
tada del aparato productivo bajo el modelo de sustitución 
de importaciones y una desindustrialización vinculada 
asociada a la apertura económica en décadas recientes, 
con implicaciones espaciales y ambientales asociadas a un 
patrón de crecimiento basado en la extracción de recursos 
primarios y en la concentración de la actividad económica 
en un número reducido de territorios (Vargas Ardila, 2026, 
pp. 227–232). Esa trayectoria, caracterizada por la ausen-
cia de encadenamientos productivos dinámicos y por un 
escalamiento tecnológico insuficiente frente a economías 
emergentes, ayuda a explicar por qué un sector industrial 
con bajo peso histórico ha tenido un impacto limitado en la 
productividad agregada y en la generación de empleo formal.

La coexistencia de segmentos formales relativamente 
productivos con amplios sectores informales dificulta la 
difusión tecnológica y limita los efectos de aprendizaje y 
el aumento de la productividad, la cual en Colombia ha 
mostrado un comportamiento volátil y sin una tendencia 
creciente sostenida. La evidencia histórica y comparada 
sugiere que, en ausencia de transformaciones institucionales 
y tecnológicas que favorezcan la reasignación eficiente de 
factores y la formalización productiva, el crecimiento tiende a 
ser extensivo en factores más que intensivo en productividad.

La descomposición del crecimiento del valor agregado para 
el período 2005—2024 confirma esta lectura estructural. 
Durante 2005—2014, el crecimiento promedio fue relati-
vamente alto (4,5), pero estuvo explicado principalmente 
por la acumulación de capital y la expansión del trabajo, 
mientras que la productividad total de factores (PTF) mostró 
un comportamiento promedio ligeramente negativo (-0,41). 
En el período 2015—2019, el crecimiento se desaceleró y 
la PTF se aproximó a cero, sin consolidar una tendencia 
ascendente. El ciclo 2020-2022 introduce volatilidad extrema 
debido a la pandemia y el rebote posterior, pero no altera 
el patrón de fondo; el promedio de la PTF en el quinquenio 
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reciente permanece cercano a cero. La economía continúa 
dependiendo de la acumulación de factores más que de 
mejoras sostenidas en la eficiencia.

El año 2024 presenta un resultado llamativo: el crecimiento 
del valor agregado fue del 1,84 %, explicado en gran medida 
por un aporte positivo de la PTF (1,36 pp), mientras que el 
aporte del trabajo fue negativo (–0,22 pp). A primera vista, 
este resultado podría interpretarse como una señal de 
recuperación estructural de la productividad; sin embargo, 
el análisis sectorial y laboral sugiere una lectura distinta.

La mejora de la PTF en 2024 provino principalmente de 
la agricultura (7,53), la construcción (3,29) y los servicios 
sociales (4,49), mientras que la manufactura (-3,91) y la mi-
nería (-6), registraron aportes negativos. Esta configuración 
revela una recomposición sectorial y mejoras en la eficiencia 
operativa, más que un cambio tecnológico transversal. 
Adicionalmente, el aporte negativo del trabajo refleja que 
el crecimiento no estuvo acompañado de una expansión 
proporcional de los servicios laborales efectivos. Esto es 
coherente con un mercado laboral en el que persisten altos 
niveles de informalidad y segmentación.

El comportamiento de la productividad entre 2005 y 2024 
no puede interpretarse aisladamente de la estructura del 
mercado laboral colombiano. El aporte del trabajo ha sido 
históricamente determinante en las fases expansivas, pero 
también su contribución puede volverse negativa, como 
ocurrió en 2024, incluso en contextos de reducción del 
desempleo. Este aparente contraste revela una dimensión 
más profunda del problema: la calidad, la intensidad y la 
asignación del trabajo importan tanto como su volumen.

Informalidad y población fuera de la fuerza laboral 
Entre 2022 y 2025, el mercado laboral colombiano evidencia 
una mejora sostenida en los indicadores agregados, reflejada 
en la reducción de la tasa de desempleo (de 9,8 % a 8,0 %) 
y en el aumento gradual de la tasa de ocupación (del 57,3 % 
al 59,2 %). La tasa global de participación se mantiene 
en niveles relativamente altos, con un leve incremento 

respecto a 2022, lo que sugiere una recuperación parcial 
de la oferta laboral tras la pandemia. No obstante, esta 
evolución es heterogénea y limitada: la caída del desempleo 
se acelera desde 2024, mientras que la participación tiende 
a estabilizarse, lo que indica que la mejora no obedece 
exclusivamente a una expansión robusta del empleo. A ello 
se suma que, del total de personas ocupadas, aproxima-
damente el 55 % se encuentra en la informalidad y solo el 
45 % en empleos formales, lo que condiciona la calidad del 
ajuste observado y reduce su capacidad de arrastre sobre 
el resto del mercado laboral.

Esta lectura se refuerza al analizar la población fuera de la 
fuerza laboral, que pasa de 14,2 millones de personas en 2022 
a 14,6 millones en 2025. La persistente concentración de esta 
población en oficios del hogar (cerca del 57 %) y en otras 
categorías asociadas a estudio (18,3%), la enfermedad o el 
desaliento refleja un fenómeno estructural, particularmente 
vinculado al trabajo de cuidado no remunerado. Este grupo 
presenta una marcada feminización de la inactividad, el 69 % 
de la población fuera del mercado laboral corresponde a 
mujeres. Estas tendencias también suelen ser explicadas por 
la baja compatibilidad de los empleos disponibles con las 
restricciones de tiempo, edad y habilidades de segmentos de 
la población. Aunque la población que estudia, en promedio 
mensual, pasó de 3,2 millones en 2023 a 3,3 millones en 
2025, ello no altera la tendencia.

En este contexto, la reducción del desempleo convive con 
un núcleo importante de inactividad, lo que sugiere que el 
mercado laboral mejora en términos cuantitativos, pero 
no logra una incorporación amplia ni sostenida de quienes 
permanecen al margen de la actividad económica.

Asimismo, la estructura empresarial colombiana es un 
determinante central de la informalidad laboral y, por 
extensión, de las limitaciones estructurales del mercado 
de trabajo. Las microempresas concentran el 62% de la 
población ocupada y su peso es desproporcionadamente 
mayor en la informalidad, el 95 % de la población ocupada 
informal trabaja en microempresas y, visto desde el total 
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de ocupados, la población informal en microempresas 
representa el 52 % del empleo nacional. Esto contrasta 
de manera marcada con la estructura del empleo formal, 
donde las microempresas solo concentran el 22 %, mientras 
que las empresas grandes que concentran el 21 % del total 
de ocupados, generan casi la mitad del empleo formal 
(47 %). En términos económicos, esto evidencia que el 
aparato productivo colombiano está altamente segmentado, 
la informalidad se ancla estructuralmente en unidades 
productivas de muy baja escala y con escasa capacidad 
para el cumplimiento de la normatividad contributiva en 
seguridad social.

Mientras que las empresas medianas y grandes, que en 
conjunto concentran el 68 % del empleo formal, tienen mayor 
capacidad de absorción de costos laborales y de cotización, 
las microempresas operan con márgenes estrechos, alta 
rotación y baja acumulación de capital, lo que limita la 
formalización.

La situación del mercado laboral colombiano y sus impactos 
sobre la seguridad social, que como se verá más adelante, 
representa una parte importante de la inflexibilidad del 
gasto, no se explica únicamente por los niveles de desem-
pleo. Alrededor del 35 % de la población en edad de trabajar 
permanece fuera del mercado laboral, lo que reduce de 
manera significativa la base potencial de generación de 
ingresos y cotizaciones. Del total de la población ocupada, 
el 55 % se encuentra en la informalidad, concentrada ma-
yoritariamente en microempresas de baja productividad, lo 
que limita la estabilidad laboral y la vinculación efectiva a 
la seguridad social. Incluso entre quienes están ocupados, 
la estructura de ingresos es marcadamente precaria, según 
cifras del DANE, el 49 % de la población ocupada percibe 
menos de un salario mínimo, el 10,3 % recibe exactamente 
un salario mínimo y solo alrededor del 39 % supera ese 
umbral, concentrándose mayoritariamente entre uno y dos 
salarios mínimos (26 %).

Los segmentos con ingresos medios y altos son reducidos: 
6,8 % se ubica entre dos y tres salarios mínimos y apenas 

6,7 % se sitúa por encima de tres salarios mínimos. Este 
patrón revela que el problema central no solo es el acceso 
al empleo, sino también la baja capacidad del empleo 
existente para generar ingresos suficientes y estables. Así, 
la persistencia de la informalidad y la precariedad laboral 
en Colombia es, ante todo, el reflejo de una estructura 
productiva débil y poco diversificada, incapaz de generar 
empleo formal suficiente, lo que se refleja en los resultados 
en materia de seguridad social.

Las políticas de desarrollo productivo en los últimos 
años 
En Colombia, desde los años noventa no se ha logrado 
configurar una política industrial o de desarrollo pro-
ductivo que genere transformaciones estructurales. Se 
ha transitado desde una ausencia de política industrial 
explícita, como ocurrió en los gobiernos de Gaviria, Samper 
y Pastrana, caracterizados por el predominio de políticas 
horizontales centradas en la apertura económica y en 
algunas acciones orientadas al mejoramiento del clima 
de negocios. Fue durante los gobiernos de Álvaro Uribe 
(2002—2006 y 2006—2010) cuando se introdujeron instru-
mentos como la Agenda Interna para la Productividad y la 
Competitividad, los primeros CONPES de competitividad 
y el Programa de Transformación Productiva (PTP). No 
obstante, aunque se buscó impulsar sectores denominados 
de “clase mundial”, el enfoque siguió orientado al clima 
de negocios y a los tratados de libre comercio (TLC), sin 
cambios profundos.

El planteamiento de una Política Nacional de Desarrollo 
Productivo (PDP) (CONPES 3866 de 2016), se formuló en 
el gobierno Juan Manuel Santos (2010-2018), integrando 
en su marco componentes de innovación, sofisticación 
productiva y calidad. El PTP evolucionó hacia Colombia 
Productiva, y este periodo constituye la institucionalización 
de la PDP en Colombia. Durante el gobierno de Iván Duque 
se dio continuidad a la PDP, reforzando instrumentos 
como fábricas de productividad y priorizando la “economía 
naranja”, pero sin resultados significativos en términos de 
transformación estructural.
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Durante gobierno del actual presidente, Gustavo Petro, se 
lanzó la Política Nacional de Reindustrialización (CONPES 
4129 de 2023), con énfasis en la transición energética, la 
economía popular y la territorialización. No obstante, los 
avances en implementación y coordinación institucional son 
escasos, y persisten desafíos en materia de financiamiento 
y capacidad estatal para su ejecución efectiva.

En conjunto, la trayectoria de las últimas décadas evidencia 
una transición desde la ausencia de política industrial explí-
cita hacia un enfoque más integral de desarrollo productivo. 
No obstante, pese a los avances institucionales, conceptuales 
y discursivos, Colombia aún no logra una transformación 
estructural significativa. Como se señaló anteriormente, 
la productividad continúa rezagada, la participación ma-
nufacturera permanece estancada y la dependencia de 
actividades extractivas no ha sido revertida. A ello se añade 
la escasa articulación entre la innovación, la formación de 
capital humano, el avance tecnológico y las necesidades 
productivas y una estructura empresarial marcada por la 
informalidad. A esto se suma, las restricciones fiscales, la 
baja capacidad institucional para sostener intervenciones 
continuas en el tiempo y la débil articulación y coordinación.

El patrón se repite y persiste, diagnósticos correctos, instru-
mentos débiles, discontinuidad entre gobiernos, ausencia 
de jerarquía política del desarrollo productivo, políticas 
dispersas entre ministerios y agencias, con bajo presupuesto 
relativo y sin metas en términos de productividad, generación 
de empleo digno, encadenamientos y valor agregado.

Incluso en un contexto como el actual, caracterizado por 
fuertes restricciones fiscales y de presiones sobre el pre-
supuesto público que tienden a desplazar la inversión 
frente a otras obligaciones de gasto, la promoción de una 
estrategia de desarrollo productivo resulta necesaria para 
ampliar la base económica del país. Esta necesidad se vuelve 
aún más evidente en el actual escenario internacional de 
competencia tecnológica, en el que la inteligencia artificial 
se ha consolidado como uno de los ejes centrales de la nueva 

revolución industrial basada en datos, computación avanzada 
y automatización. Asimismo, el país, caracterizado por 
fuertes brechas territoriales, debe avanzar en el desarrollo 
de infraestructura estratégica. Sin infraestructura física y 
logística, cualquier esfuerzo productivo, agrario, industrial 
o de servicios, queda fragmentado, encarece costos, limita 
el acceso a mercados y reduce la productividad.

2. Las restricciones fiscales del Estado 
colombiano: límites para la financiación 
del desarrollo y la expansión sostenible de 
derechos  
Durante las últimas décadas, Colombia ha mantenido una 
trayectoria macroeconómica relativamente estable en 
comparación con otras economías de la región; sin embargo, 
esa estabilidad ha coexistido con un aumento gradual de las 
obligaciones fiscales. Actualmente, se observa una combina-
ción compleja de déficit fiscal elevado, rigideces del gasto, 
aumento del servicio de la deuda, restricciones impuestas 
por la regla fiscal y necesidades sociales persistentes.

La pandemia de COVID-19 representó un punto de inflexión 
importante en esta trayectoria, al provocar una caída de 
los ingresos fiscales y una expansión significativa del gasto 
público. Como resultado, la deuda del gobierno nacional 
central aumentó de manera sustancial frente a los niveles 
observados antes de la crisis. Aunque posteriormente se 
registró un proceso parcial de ajuste fiscal, el nivel de 
endeudamiento se mantiene elevado en términos históricos, 
lo que implica un aumento del servicio de la deuda dentro 
de la estructura del presupuesto público. Este componente 
del gasto, por su carácter obligatorio, reduce el espacio 
presupuestal disponible para financiar otras prioridades 
del Estado, particularmente aquellas relacionadas con la 
inversión pública y el desarrollo productivo. Como señalan 
Garay y Piraquive (2025), la trayectoria reciente de las 
finanzas públicas muestra que la deuda pública continúa 
siendo un factor determinante de la dinámica fiscal y exige 
una gestión prudente del endeudamiento y del gasto para 
preservar la sostenibilidad de las cuentas fiscales.
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Datos del Ministerio de Hacienda muestran que el gasto del 
Gobierno nacional central ha alcanzado aproximadamente 
23,2 % del PIB en 2024 y 22,7 % del PIB en 2025, mientras que, 
en contraste, los ingresos fiscales del Gobierno se sitúan 
alrededor de 16,3 % del PIB, lo que implica un diferencial 
significativo entre ingresos permanentes y compromisos de 
gasto. Como consecuencia, el déficit fiscal total alcanza cerca 
del −6,4 % del PIB en 2025, mientras que el déficit primario 
se ubica alrededor del −3,5 % del PIB. El plan financiero 
presentado el 11 de marzo de 2026 por el Ministerio de 
Hacienda dice que se ajustarán tres puntos porcentuales del 
PIB frente al presupuesto aprobado (más de 50 billones). No 
obstante, persiste la incertidumbre sobre cómo se realizará 
este ajuste. Este comportamiento indica que la presión 
sobre las finanzas públicas no responde únicamente al 
costo del endeudamiento acumulado, sino a un desbalance 
estructural entre el nivel de gasto público y la capacidad 
permanente de generación de ingresos fiscales.

A esta presión derivada del endeudamiento se suma una 
característica estructural del presupuesto colombiano, la 
rigidez de algunos segmentos del gasto. Una proporción 
significativa de los recursos del presupuesto se encuentra 
comprometida en obligaciones legales o institucionales 
que presentan baja flexibilidad. Entre estas se encuentran 
las transferencias territoriales asociadas al Sistema General 
de Participaciones, el financiamiento de los sistemas de 
salud y educación, las obligaciones pensionales y el propio 
servicio de la deuda. En la práctica, esto implica que, frente 
a restricciones fiscales o ajustes macroeconómicos, la 
inversión suele convertirse en el principal componente 
susceptible de reducción o postergación.

La sostenibilidad fiscal depende de la relación entre el 
crecimiento del gasto y el crecimiento de la economía. 
Sin embargo, las proyecciones de crecimiento económico 
para Colombia en el período reciente se ubican en un rango 
cercano al 2—3 % real anual, mientras que los componentes 
estructurales del gasto social tienden a crecer a tasas 
superiores, debido a diversos factores. Como resultado, 
incluso con una recuperación moderada del crecimiento 

económico, el peso del gasto público sobre la economía 
tiende a aumentar.

Las restricciones fiscales también se ven reforzadas por 
cambios estructurales en la composición demográfica de la 
población. Colombia atraviesa una transición demográfica 
caracterizada por una disminución sostenida de la tasa de 
fecundidad y un aumento progresivo de la esperanza de vida. 
A medida que aumenta la proporción de personas mayores 
en la población total, se incrementan los requerimientos 
de gasto asociados al pago de pensiones y a la atención de 
servicios de salud, lo que eleva el costo fiscal de sostener 
los sistemas existentes incluso en ausencia de ampliaciones 
formales de cobertura o de beneficios que serían necesarios.

En pensiones, la presión fiscal proviene de la combinación 
de baja densidad de cotización, regímenes especiales y el 
crecimiento del gasto a cargo de Colpensiones, así como 
de una arquitectura presupuestal fragmentada que no 
permite hacer seguimiento y control al verdadero costo del 
sistema. A la luz de los datos recientes, el impacto fiscal 
de Colpensiones sobre el gasto público en pensiones es 
significativo y tenderá a intensificarse, incluso antes de la 
entrada en vigor de la reforma pensional. Entre 2024 y 2026, 
el aporte de la Nación pasó de 20,4 billones a 33,8 billones, 
es decir, un incremento cercano a 13 billones en apenas dos 
años, magnitud equivalente a una reforma tributaria de 
tamaño medio. Esta tendencia, de mantenerse, será difícil 
de sostener en el tiempo, aun sin considerar pensiones de 
fuerzas militares, el FOMAG, entre otros. Este aumento 
responde al crecimiento del gasto en mesadas, impulsado 
por el incremento anual de mesadas y del salario mínimo.

Hasta ahora, una parte del financiamiento de Colpensiones 
ha sido cubierta por los recursos asociados a traslados, que 
han aportado entre 13 y 15 billones anuales (15,3 billones en 
2024, 13,5 billones en 2025 y 14,9 billones estimados para 
2026). Sin embargo, cuando la reforma entre plenamente 
en operación, estos recursos de traslados tendrán que ser 
compensados por el aumento de las cotizaciones de los 
afiliados. Si los mayores gastos derivados del aumento de 
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afiliados y obligaciones no se compensan con un crecimiento 
sustancial y sostenido de las cotizaciones, la presión fiscal 
por transferencias a Colpensiones será aún mayor, ya que 
una fracción relevante de las nuevas cotizaciones deberá 
destinarse al Fondo de Ahorro administrado por el Banco 
de la República. En el escenario fiscal también deben consi-
derarse los recursos asociados al piso de protección social, 
alrededor de 8 billones al año. Aun sin considerar demás 
rubros asociados a pensiones, esto muestra que el ritmo 
actual de crecimiento del aporte de la Nación constituye 
uno de los principales desafíos que deberá enfrentar la 
política fiscal en los próximos años.

Por su parte, la evolución reciente del gasto en salud muestra 
que la presión fiscal del sistema responde a la interacción 
entre factores estructurales de crecimiento del gasto y los 
problemas persistentes de eficiencia en su utilización. El 
gasto crece por causas como el envejecimiento poblacional, 
mayor prevalencia de enfermedades crónicas, incorporación 
continua de tecnologías diagnósticas y terapéuticas y el 
aumento de servicios ordenados por la vía judicial. El sistema 
en 2024 demandó alrededor de 94,5 billones, siendo la 
contribución del presupuesto general una de las principales 
fuentes de financiación con crecimiento de alrededor del 
22 % entre 2018 y 2024.

Situación de la protección social y la apuesta por la 
reforma pensional 
Como se ha señalado, las condiciones estructurales del 
mercado laboral y de la economía limitan el acceso efectivo 
y universal a los derechos fundamentales asociados a la 
seguridad social. El problema central de la seguridad social 
en Colombia radica en la baja densidad contributiva derivada 
de una economía caracterizada por baja productividad, alta 
informalidad e inestabilidad significativa en los ingresos. 
La combinación de una elevada proporción de población 
fuera de la fuerza laboral y un patrón de ocupación en el 
que más de la mitad de los trabajadores se desempeña en 
la informalidad reduce de manera sustancial la base de 
cotizantes efectivos y debilita la continuidad de los aportes 
a lo largo del ciclo laboral, lo que incrementa la presión 

futura sobre los pilares solidarios y no contributivos del 
sistema de protección social. Una economía en la que más 
de la mitad de los ocupados es informal y cerca del 60 % 
percibe un salario mínimo o menos difícilmente puede 
sostener un sistema contributivo robusto.

En el gobierno actual se han adelantado reformas como la 
reforma pensional (Ley 2381 de 2024) y la reforma laboral. 
No obstante, la coordinación de estas no se ha discutido 
y la reforma pensional no logró incluir mecanismos que 
fortalezcan la contribución a la seguridad social y por tanto 
la ampliación de la cobertura a través del mejoramiento de 
los aportes. La reforma se centró en flexibilizar el acceso a 
beneficios, mediante la reducción de semanas de pensión 
de mujeres y el reconocimiento de semanas por hijo, pero 
no incorporó medidas en la etapa contributiva orientadas 
a mejorar el acceso efectivo a las pensiones. Asimismo, a la 
población que no es clasificada como en pobreza extrema o 
vulnerable, beneficiaria del pilar solidario y habiendo cotizado 
menos de 300 semanas se le devuelven saldos ajustados por 
inflación. Esto representa alrededor de 9- 10 millones de 
personas y es una muestra de la necesidad de fortalecer la 
capacidad de realizar aportes a la seguridad social y contar 
con alguna protección en cuanto a ingresos en la vejez.

En balance, aunque la población en condición de pobreza 
extrema (alrededor de 3 millones de personas), excluida del 
sistema, recibirá un beneficio asistencial de 231.000 pesos, 
persiste el problema del 75 % de los afiliados que no accederán 
a una pensión. Si los pilares contributivos no funcionan ade-
cuadamente, los pilares solidarios pueden convertirse en el eje 
central del sistema, lo cual desincentiva cotizaciones, refuerza 
dependencia fiscal vía impuestos y reproduce precariedad en 
lugar de promover la movilidad social.

La reforma estableció lo que denomina el pilar semicontri-
butivo, en el que se busca generar una renta vitalicia para 
quienes no logran acumular las semanas requeridas para 
obtener una pensión. La generación de una renta vitalicia 
en lugar de devolver saldos es una iniciativa que busca 
garantizar una renta hasta la muerte. No obstante, los 
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niveles de estas rentas serán bajos y no tendrán la capacidad 
de garantizar condiciones de vida digna, ni de solucionar el 
problema en términos de ampliación de cobertura.

La reforma genera un aplanamiento de las tasas de reem-
plazo, lo que evita el subsidio a las altas pensiones. Sin 
embargo, también reduce la tasa de reemplazo, es decir, el 
porcentaje de la pensión en relación con el salario promedio, 
lo que trae a discusión la suficiencia de las pensiones. 
Desde una perspectiva actuarial y de sostenibilidad fiscal 
de largo plazo, la reducción de las pensiones altas, aunque 
mejora la progresividad y corrige inequidades evidentes del 
sistema, no es suficiente para alterar de manera sustantiva el 
escenario de agotamiento de reservas hacia 2060, tal como 
lo reconoce la propia exposición de motivos de la reforma.

Un aspecto relevante en la implementación es que el pilar 
contributivo genera una administración más compleja, 
mientras que el sector financiero mantuvo no solo su 
participación en la administración de una parte significativa 
del ahorro previsional, sino también supo defender su 
esquema de remuneración por la gestión de estos recursos. 
El nuevo diseño mantiene y diversifica la intermediación 
financiera, lo que puede aumentar los costos asociados a 
comisiones de administración y a los márgenes del sector 
financiero. En conjunto, este es un sistema que puede 
terminar con costos de administración más altos que el 
actual, en el que una proporción creciente de los recursos 
contributivos y fiscales se destinará a la administración e 
intermediación, y no al pago de beneficios, reduciendo la 
eficiencia redistributiva del sistema.

Una estrategia realista de ampliación de la seguridad social 
en Colombia no puede basarse únicamente en reformas 
normativas o en subsidios. Basar la protección social en 
auxilios asistenciales financiados vía impuestos como el Piso 
de Protección Social, tiene costos fiscales importantes. Sin 
embargo, aun contando con los recursos, estos beneficios 
resultan socialmente insuficientes para garantizar una 
vejez digna. El componente monetario de este esquema, 
cercano a 231.000 pesos mensuales, se ubica alrededor de 

la línea de pobreza monetaria y no asegura una calidad de 
vida adecuada ni una protección efectiva frente a riesgos 
de vejez, enfermedad o dependencia. Cubrir a 3 millones de 
personas en pobreza extrema con este auxilio implica un 
costo anual del orden de 8,3 billones de pesos. En paralelo, 
en el sistema de salud, cerca del 50 % de los afiliados co-
rresponde al régimen subsidiado, lo que refleja la debilidad 
estructural del empleo formal. En pensiones, el problema es 
aún más ilustrativo: aunque el sistema registra alrededor de 
26 millones de afiliados, solo entre 9 y 10 millones cotizan 
activamente, y la evidencia muestra que alrededor del 75 % de 
los afiliados no logrará pensionarse, principalmente debido 
a la baja densidad de cotizaciones asociada a trayectorias 
laborales inestables, la informalidad y los bajos salarios.

En consecuencia, los problemas de la seguridad social en 
Colombia no se resuelven mediante ajustes marginales al 
sistema de subsidios ni con reformas paramétricas aisladas, 
sino que remiten a un desafío mucho más profundo, la 
necesidad de una transformación estructural del aparato 
productivo con inclusión, que genere empleo de mejor calidad 
y mayores ingresos, y que permita ampliar simultáneamente 
la base de cotizantes y fortalecer el recaudo fiscal. Sin 
ese cambio estructural, la política social seguirá atrapada 
entre la insuficiencia contributiva (los aportes parciales no 
generan beneficios dignos al final de la vida laboral) y las 
dificultades fiscales para sostener esquemas asistenciales.

Las restricciones de inversión 
El incremento reciente del gasto público se concentra 
fundamentalmente en el gasto de funcionamiento y en 
el servicio de la deuda, mientras que el componente con 
mayor potencial para estimular el crecimiento económico, 
la inversión pública, pierde espacio relativo dentro del 
presupuesto.

Esta evolución tiene implicaciones para la sostenibilidad 
fiscal de largo plazo. En principio, el endeudamiento público 
puede ser un instrumento legítimo de política económica 
cuando los recursos obtenidos se destinan a financiar inver-
siones que aumentan la capacidad productiva de la economía. 
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La inversión en infraestructura, educación, innovación 
tecnológica o capital humano generan retornos económicos 
y fiscales futuros al elevar la productividad, ampliar la base 
tributaria y estimular el crecimiento económico. En estas 
circunstancias, el endeudamiento puede ser compatible con 
la sostenibilidad fiscal, porque contribuye a fortalecer la 
capacidad futura del Estado para generar ingresos.

Sin embargo, cuando el endeudamiento se utiliza principal-
mente para financiar gasto corriente, la lógica económica 
cambia sustancialmente, el resultado es una trayectoria 
fiscal más frágil, en la que el peso de la deuda y de sus 
intereses tiende a aumentar progresivamente dentro del 
presupuesto público.

El problema adquiere mayor relevancia cuando se analiza 
desde la perspectiva de la sostenibilidad intertemporal de 
las finanzas públicas. La condición básica de estabilidad 
de la deuda pública depende de la relación entre la tasa 
de interés de la deuda y la tasa de crecimiento de la eco-
nomía. Si la economía crece a una tasa inferior al costo de 
financiamiento del endeudamiento, la carga de la deuda 
tiende a aumentar como proporción del PIB. En contextos 

en los cuales el endeudamiento no se traduce en mayor 
crecimiento económico, el margen de maniobra fiscal se 
reduce gradualmente. En este sentido, la reducción relativa 
de la inversión pública observada en el período reciente 
constituye una señal que preocupa. La inversión pública 
no solo cumple una función contracíclica en el corto plazo, 
sino que también desempeña un papel fundamental en 
la construcción de las bases estructurales del desarrollo 
económico de largo plazo.

El comportamiento del rezago presupuestal del Gobierno 
nacional central entre 2000 y 2024 introduce un elemento 
relevante para comprender las presiones recientes sobre 
las finanzas públicas y la eficiencia del gasto. De acuerdo 
con información del Ministerio de Hacienda, el rezago ha 
aumentado de manera significativa a lo largo del periodo, 
principalmente el asociado a inversión. Mientras que a 
comienzos de la década de 2000 el rezago total se ubicaba 
en niveles cercanos a 5,2 billones de pesos su magnitud 
alcanza 62,5 billones en 2024 (Gráfica 1), multiplicándose 
más de diez veces en términos nominales y reflejando una 
creciente acumulación de compromisos que se trasladan 
entre vigencias fiscales. Este fenómeno ocurre en un contexto 

Gráfica 1. Rezago presupuestal, 2000—2024 (billones de pesos)

Fuente: datos del Ministerio de Hacienda y Crédito público. Series históricas del presupuesto General de la Nación.
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en el que el presupuesto total del Gobierno ha aumentado 
de manera sostenida. Como resultado, una proporción 
creciente del presupuesto anual se encuentra condicionada 
desde el inicio de la vigencia por obligaciones heredadas, lo 
que reduce el margen efectivo de decisión sobre el gasto.

Desde una perspectiva macrofiscal, el aumento del rezago 
presupuestal evidencia tensiones en la eficiencia intertem-
poral de la ejecución del gasto público. Un rezago elevado 
no solo reduce el espacio fiscal disponible en cada vigencia, 
sino que también puede debilitar el impacto económico 
de la inversión pública si su ejecución efectiva se retrasa 
sistemáticamente. En un contexto de restricciones fiscales 
crecientes, mejorar la programación presupuestal, reducir 
rezagos estructurales y fortalecer los mecanismos de segui-
miento a la ejecución se vuelve un componente central de 
una estrategia de eficiencia del gasto que permita maximizar 
el impacto económico de los recursos públicos.

En síntesis, el análisis fiscal muestra que el deterioro de las 
cuentas públicas responde principalmente al crecimiento 
estructural del gasto en un contexto de crecimiento eco-
nómico moderado. Si bien los ajustes fiscales tradicionales 
son necesarios y pueden contribuir a estabilizar las finanzas 
públicas en el corto plazo, no constituyen por sí solos una 
solución sostenible al desafío fiscal que enfrenta el país. En 
el mediano y largo plazo, la capacidad de financiar derechos 
sociales dependerá crecientemente de la transformación de 
la economía y de la eficiencia del gasto. De no abordarse 
estos desafíos estructurales, el país podría enfrentar cre-
cientes dificultades para sostener el financiamiento de su 
sistema de protección social, situando el debate fiscal en el 
centro de las tensiones entre la estabilidad macroeconómica 
y la garantía efectiva de derechos sociales.

3. Conclusiones y recomendaciones de 
política  
Lo planteado a lo largo de este documento no presenta 
problemáticas desconocidas ni propone diagnósticos no-
vedosos. Por el contrario, recoge aspectos ampliamente 
documentados para mostrar que muchas de las restricciones 

que enfrenta el país tienen un carácter estructural y han sido 
identificadas de manera reiterada por la literatura académica 
y por los diagnósticos institucionales. El propósito central 
ha sido llamar la atención sobre la necesidad de abordar 
estas realidades en la política pública de manera integral y 
con una perspectiva de mediano y largo plazo que trascienda 
los ciclos políticos.

En la coyuntura actual de fuertes restricciones fiscales, en 
algunos escenarios se plantea la necesidad de un pacto fiscal, 
lo cual puede ser una medida relevante y estratégica para 
estabilizar el corto plazo; sin embargo, no sería suficiente 
si se concibe únicamente como un acuerdo de medidas de 
recaudo o de ajustes presupuestales. De acuerdo con lo 
planteado en este documento, el país necesita ir más allá 
si quiere estabilizar la situación fiscal en los próximos diez 
años, se requiere un pacto de economía política que alinee 
acciones en tres frentes: desarrollo económico, sosteni-
bilidad fiscal y garantía de derechos con mayor equidad.

En la línea de proponer medidas que pudiesen pensarse 
para Colombia, se delinean algunas como las siguientes:

•	 En un contexto de restricción fiscal, existen tres vías de ajuste: 

aumento de ingresos, ajuste, reducción del gasto y mejora en 

la eficiencia de ejecución. Se debe actuar en las tres líneas: (i) 

elevar los ingresos de forma progresiva y estable; (ii) reordenar 

y ajustar el gasto con énfasis en eficiencia, calidad, evaluación, 

gestión del rezago y priorización de la inversión de alto retorno 

social y productivo, en cuanto a la eficiencia intertemporal de la 

ejecución presupuestal, debe haber un amplio rigor en cuanto a 

cuándo y cómo se gasta asegurando que la trayectoria del gasto 

público maximice el valor social en el tiempo sin comprometer 

la sostenibilidad de las finanzas públicas; (iii) establecer un 

ancla intertemporal creíble (trayectoria de deuda y déficit) que 

reduzca prima de riesgo y el costo financiero de la deuda que 

ya se torna bastante elevado; (iv) proteger la inversión pública 

estratégica de ser la variable de ajuste, porque ahí se juega el 

crecimiento potencial; (v) adicionalmente, debe impulsarse 

una lucha decidida contra la corrupción, que impide que los 

recursos del Estado se usen para los fines que corresponden.
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Pese a las restricciones presupuestales, el país requiere un 
plan decidido de desarrollo territorial y de infraestructura 
estratégica. Se requieren decisiones sobre líneas priorizadas 
para el desarrollo productivo que incluyan el desarrollo 
agroindustrial, la reindustrialización dadas las actuales 
dinámicas tecnológicas, científicas y de innovación, la 
transición energética y la infraestructura económica y 
logística para el desarrollo.

•	 El país cuenta con aptitud agrícola, amplias zonas productivas 

subutilizadas y una localización estratégica para abastecer 

mercados internos y externos. Sin embargo, enfrenta baja 

productividad, informalidad rural y pobreza estructural en el 

campo. Una apuesta agraria moderna implica transformar la 

base productiva rural mediante acceso efectivo a tierra y agua, el 

desarrollo de vías conectadas a grandes corredores nacionales, 

el fortalecimiento de sistemas de almacenamiento y logística, 

la provisión de asistencia técnica, el acceso a financiamiento 

productivo, las compras públicas y la formalización laboral y 

asociativa.

•	 En esta línea, durante las últimas décadas en Colombia se ha 

reiterado la necesidad de integrar territorialmente el país; sin 

embargo, muchas regiones como, por ejemplo, la Orinoquía 

han permanecido históricamente aisladas y débilmente conec-

tadas con los principales circuitos económicos nacionales. El 

desarrollo de la Altillanura y la consolidación de un corredor 

Pacífico–Orinoquía no han logrado establecerse como prioridades 

estratégicas del Estado. Aunque desde los años noventa y dos 

mil la idea de un corredor Pacífico–Orinoquía apareció de manera 

recurrente en estudios técnicos, documentos CONPES y planes 

de infraestructura, el proyecto nunca fue asumido como un eje 

estructural de desarrollo. Es solo a partir del gobierno de Gustavo 

Petro que la Altillanura y la Orinoquía vuelven a mencionarse 

explícitamente en el discurso nacional, vinculadas a objetivos 

como la soberanía alimentaria, la transición productiva y el 

ordenamiento del territorio alrededor del agua; sin embargo, 

este giro ha sido hasta ahora principalmente programático y 

discursivo, sin que se haya traducido en una política nacional 

plenamente estructurada. En este sentido, se podría profundizar 

este camino y convertirlo en una política de Estado que permita 

pasar del diagnóstico y la narrativa programática a una estrategia 

nacional de integración territorial con ejecución efectiva y obras 

capaces de transformar el desarrollo de la región.

•	 La disponibilidad y calidad de la infraestructura constituye uno 

de los determinantes más relevantes del crecimiento de largo 

plazo y de la transformación estructural de las economías. En 

economías caracterizadas por alta heterogeneidad territorial 

y limitaciones estructurales en competitividad, como es el 

caso colombiano, la infraestructura adquiere un papel parti-

cularmente crítico como condición material para dinamizar el 

desarrollo económico. Diversos diagnósticos han señalado que 

los costos logísticos del país continúan siendo elevados, que 

persisten brechas significativas de conectividad entre regiones 

productivas y que la limitada integración territorial restringe 

la capacidad de aprovechar plenamente el potencial agrícola, 

industrial y exportador. Sin embargo, actualmente el impulso 

de una agenda sostenida de infraestructura estratégica enfrenta 

restricciones fiscales crecientes, el aumento estructural del 

gasto público en transferencias, seguridad social y servicio de 

la deuda ha reducido progresivamente el espacio presupuestal 

disponible para financiar inversión desde el Presupuesto General 

de la Nación. En este contexto, se vuelve necesario explorar 

mecanismos complementarios que permitan movilizar recursos 

hacia proyectos de infraestructura con impacto sistémico, 

especialmente aquellos capaces de integrar territorios, reducir 

costos logísticos y fortalecer las bases productivas del país.

•	 En este marco adquiere relevancia repensar el papel del Sistema 

General de Regalías como instrumento potencial para financiar 

infraestructura estratégica. La información reciente del Ministerio 

de Hacienda muestra que, para el bienio 2025–2026, el sistema 

cuenta con una apropiación vigente cercana a 63,7 billones de 

pesos y una apropiación ejecutable aproximada de 58,8 billones, 

mientras que la disponibilidad inicial del sistema asciende a 

cerca de 31,6 billones de pesos, resultado en gran parte de los 

rezagos acumulados en la ejecución de bienios anteriores. Las 

regalías constituyen una renta derivada de la explotación de 

recursos naturales no renovables que, desde una perspectiva de 

desarrollo económico, debería orientarse preferentemente a la 

construcción de activos públicos duraderos capaces de ampliar 

el crecimiento potencial de la economía. La experiencia reciente 

del sistema muestra que, si bien las reformas institucionales 

introducidas en las últimas décadas han ampliado la cobertura 
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territorial y corregido inequidades en la distribución de los 

recursos, su uso ha tendido a fragmentarse en proyectos de 

escala predominantemente local.

•	 Podría considerarse la creación de una bolsa nacional de infraes-

tructura estratégica dentro del Sistema General de Regalías, 

concebida como un instrumento complementario para financiar 

proyectos de alto impacto económico y territorial. Esta bolsa 

no podría implicar la recentralización de recursos ni la rea-

signación unilateral de las regalías destinadas a las entidades 

territoriales, dado que el marco constitucional y legal del sistema 

reconoce su destinación territorial. Su estructuración debería 

buscar mecanismos de concurrencia voluntaria entre regiones, 

mediante acuerdos interterritoriales que permitan agrupar 

recursos provenientes de diferentes asignaciones regionales 

y nacionales para financiar proyectos de infraestructura de 

alcance macrorregional. La gobernanza de este mecanismo 

debería combinar criterios técnicos de evaluación económica 

con la participación territorial en la toma de decisiones, de 

manera que los proyectos seleccionados cumplan condiciones 

rigurosas de costo–beneficio social, impacto en la productividad 

y contribución a la integración regional. Este u otros mecanis-

mos deberían explorarse de manera que la renta extractiva 

pueda desempeñar un papel más activo en la financiación de 

infraestructura transformadora, permitiendo convertir recursos 

derivados de actividades no renovables en activos públicos 

capaces de fortalecer las bases productivas de largo plazo de 

la economía colombiana.

•	 El desafío de la infraestructura en Colombia no consiste úni-

camente en ampliar la red vial existente, sino en consolidar 

un sistema de corredores logísticos integrados que articulen 

las principales regiones productivas del país con los mercados 

nacionales e internacionales. Esto implica, por un lado, culminar 

y fortalecer los proyectos ya en desarrollo y, por otro, avanzar 

en la priorización de proyectos históricamente pendientes 

de integración territorial. Al mismo tiempo, el desarrollo de 

infraestructura debe evolucionar hacia un enfoque multimo-

dal que combine carreteras, transporte fluvial, ferroviario y 

plataformas logísticas regionales. La infraestructura no debe 

concebirse únicamente como inversión en obra pública, sino 

como la base territorial de una estrategia de transformación 

productiva capaz de integrar regiones, elevar la productividad 

sistémica y ampliar el potencial de desarrollo de largo plazo 

de la economía colombiana.

•	 Un pacto social orientado a reducir inequidades debe prestar 

especial atención a las brechas territoriales que caracterizan el 

acceso a servicios sociales en Colombia. Las diferencias en la 

disponibilidad de infraestructura educativa, servicios de salud, 

conectividad digital y oportunidades productivas entre regiones 

siguen siendo significativas. En este sentido, una estrategia de 

desarrollo territorial que articule la inversión en infraestructura, 

las políticas productivas regionales y el fortalecimiento de 

los sistemas de protección social puede contribuir a reducir 

desigualdades estructurales entre territorios.

•	 La manufactura ligada a la transición energética no implica 

competir en tecnologías de frontera inaccesibles, sino desarrollar 

capacidades industriales intermedias en las que Colombia sí 

puede aprender y escalar. Se trata de aprovechar las bases 

industriales existentes y elevarlas mediante estándares técnicos, 

la incorporación sistemática de conocimiento, la promoción de 

la ciencia, la tecnología y la innovación y la consolidación de 

encadenamientos productivos. Este proceso requiere, además, 

una articulación efectiva entre inversión pública y privada.

En el plano social, un pacto de largo plazo debe reconocer 
que la sola ayuda asistencial no se generan condiciones 
dignas y que es necesario construir un sistema de protección 
social más incluyente.

•	 Persisten brechas significativas en el acceso, la calidad y la 

protección frente a riesgos económicos asociados al empleo, al 

ciclo económico y al envejecimiento poblacional. Reducir estas 

brechas requiere avanzar hacia un sistema de protección social 

más integral, capaz de articular los instrumentos de seguridad 

social contributiva, los mecanismos de protección frente al 

desempleo y las políticas de reducción de la informalidad laboral.

•	 Uno de los desafíos centrales consiste en fortalecer los mecanis-

mos de protección frente a la pérdida del empleo. A diferencia de 

otras economías de ingreso medio o avanzado, Colombia cuenta 

con instrumentos relativamente limitados de aseguramiento 

frente al desempleo. Aunque existen mecanismos como el 

Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al 

Cesante, su cobertura efectiva sigue siendo reducida y está 
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concentrada en trabajadores formales. En este contexto, una 

agenda de reformas orientada a ampliar la protección social 

debería considerar el fortalecimiento progresivo de un sistema 

de seguro de desempleo, que permita proteger temporalmente 

los ingresos de los trabajadores durante episodios de transición 

laboral y facilitar su reincorporación al mercado de trabajo 

mediante políticas activas de empleo y formación laboral.

•	 De manera complementaria, la ampliación de la protección social 

está limitada por la alta informalidad. En este sentido, el diseño 

de mecanismos de apoyo a las contribuciones a la seguridad 

social puede desempeñar un papel relevante para facilitar la 

formalización laboral, especialmente entre trabajadores de 

bajos ingresos y pequeñas unidades productivas. Instrumentos 

como subsidios parciales a los aportes, los esquemas de apoyo 

a la cotización para trabajadores independientes en periodos 

cesantes o los mecanismos de transición hacia la formalidad 

pueden contribuir a ampliar la base contributiva del sistema. 

Este tipo de políticas permitiría mejorar la cobertura efectiva 

en pensiones, salud y riesgos laborales.

•	 Los bonos de contribución por labores de cuidado son un instru-

mento que puede ser usado y apoyar el reconocimiento de las 

labores del cuidado. Consisten en un apoyo al aporte previsional 

otorgado a personas que interrumpen o reducen su participación 

laboral para realizar trabajo de cuidado no remunerado de 

niños hasta cierta edad, asociados a la maternidad, así como de 

personas mayores o con discapacidad. En sistemas diseñados 

para trayectorias laborales continuas, el cuidado interrumpe las 

carreras contributivas y lleva a muchas personas a esquemas 

asistenciales en la vejez. El reconocimiento de estos períodos 

de manera contributiva preserva la continuidad de derechos.

•	 En el ámbito del sistema de salud, el desafío principal no se 

limita a ampliar la cobertura, que en términos formales ya 

alcanza un importante nivel de cobertura, sino en mejorar 

el acceso y la atención oportuna, a la vez que se logra mayor 

eficiencia y sostenibilidad del sistema. La presión creciente 

derivada del envejecimiento poblacional, del aumento del gasto 

en tecnologías médicas y de la expansión de la demanda por 

servicios de salud exige avanzar hacia mecanismos más robustos 

de gestión del riesgo, control de costos, inspección y vigilancia 

sobre eficiencia del gasto.

•	 Un caso de especial atención tiene que ver con la situación 

de la Nueva EPS que representa la acumulación de un pasivo 

importante que no es tan claro por la ausencia de estados 

financieros aprobados para 2023 y 2024, lo que ha sido señalado 

por la Contraloría General de la República como un obstáculo 

para conocer con precisión su realidad económica. Según 

análisis de este órgano de control, las cuentas por pagar y los 

pasivos alcanzaron cerca de 21,3 billones a marzo de 2025, con 

un déficit que podría superar los 4,4 billones. En este contexto, 

la definición de una estrategia para normalizar o reestructurar 

la Nueva EPS, ya sea a través de un saneamiento financiero 

con estrictas condiciones de supervisión, una reorganización 

operativa o un eventual proceso de liquidación ordenado, 

será una de las decisiones más importantes que deberá en-

frentar el nuevo gobierno, con implicaciones directas sobre 

la estabilidad fiscal, la atención en salud y la protección de 

millones de afiliados.

•	 Dentro del componente social del pacto también resulta nece-

sario revisar algunos instrumentos tradicionales de la política 

de bienestar laboral, con el fin de ampliar su alcance y mejorar 

su coherencia con los objetivos de equidad y sostenibilidad 

financiera del sistema de protección social. En particular, el 

sistema de subsidio familiar, administrado a través de las cajas 

de compensación, ha desempeñado un papel relevante en la 

provisión de servicios sociales. Sin embargo, su cobertura 

efectiva sigue estando fuertemente asociada al empleo formal, 

lo que limita su capacidad para actuar como instrumento de 

reducción de inequidades en un mercado laboral caracterizado 

por elevados niveles de informalidad. En este contexto, una 

revisión del sistema podría orientarse a explorar mecanismos 

que permitan ampliar progresivamente su cobertura o reorientar 

parte de sus recursos hacia programas de mayor alcance social, 

fortaleciendo su articulación con otros componentes del sistema 

de protección social.

•	 De manera complementaria, un pacto orientado a fortalecer la 

sostenibilidad del sistema de salud debería incluir una evaluación 

de las exenciones empresariales existentes sobre las contribucio-

nes a la seguridad social, particularmente aquellas asociadas a 

los aportes a salud introducidas en reformas tributarias pasadas 

con el propósito de reducir los costos laborales. Si bien estas 
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medidas buscaron estimular la formalización y el empleo, 

también implicaron una reducción estructural de ingresos para 

el financiamiento del sistema de salud (que puede superar los 13 

billones), trasladando una parte creciente de su sostenimiento 

hacia recursos fiscales del presupuesto nacional. En un contexto 

de presiones crecientes sobre el gasto en salud, una revisión de 

estas exenciones podría contribuir a recomponer parcialmente 

las fuentes de financiamiento del sistema.

•	 En el marco de un pacto orientado a fortalecer la protección 

social y reducir inequidades, Colombia podría explorar de manera 

más decidida la canalización de recursos de cooperación y finan-

ciamiento internacional vinculados a iniciativas multilaterales 

orientadas a la expansión del empleo y la protección social. En 

particular, la participación en el Acelerador Global del Empleo 

y la Protección Social para Transiciones Justas, promovido por 

las Naciones Unidas y la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT), ofrece una plataforma para movilizar financiamiento, asis-

tencia técnica y coordinación internacional en torno a políticas 

que combinen la generación de empleo digno, la ampliación 

de la protección social y el apoyo a transiciones productivas 

sostenibles. Una integración más activa de Colombia en este 

tipo de iniciativas permitiría fortalecer programas orientados a la 

creación de empleo formal, ampliar la cobertura de mecanismos 

de protección frente al desempleo y apoyar la adaptación del 

mercado laboral a los cambios tecnológicos y ambientales, al 

tiempo que facilitaría el acceso a recursos internacionales desti-

nados a respaldar políticas sociales y productivas en economías 

en desarrollo. En este sentido, la articulación con el Acelerador 

Global podría convertirse en un instrumento complementario 

dentro del pacto social propuesto, contribuyendo a financiar 

políticas de empleo, formación laboral y protección social 

que reduzcan las desigualdades y acompañen los procesos de 

transformación productiva que requiere el país.

Para concluir, se insiste en que el desafío que enfrenta 
Colombia no puede abordarse mediante reformas aisladas 
o agendas fragmentadas. La sostenibilidad del desarrollo 
del país exige avanzar hacia un pacto de carácter estructural 
que articule tres dimensiones inseparables: la solidez fiscal 
del Estado, la transformación productiva de la economía 
y la garantía efectiva de derechos sociales. Sin una base 

económica capaz de generar productividad, empleo formal 
y crecimiento sostenido, la ampliación de derechos carecerá 
de sustento material; al mismo tiempo, sin instituciones 
fiscales creíbles y políticas sociales que reduzcan inequidades 
y protejan a la población frente a los riesgos económicos, 
el crecimiento difícilmente se traducirá en bienestar y 
estabilidad institucional. El propósito de este documento 
no es otro que llamar la atención sobre la necesidad de 
construir una visión de largo plazo en la que la disciplina 
fiscal, el desarrollo productivo y la protección social se 
refuercen mutuamente, permitiendo ampliar las bases 
materiales del Estado social de derecho y sentar condiciones 
más sostenibles para el desarrollo económico y social de 
Colombia en las próximas décadas.
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